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En el presente Informe Jurídico se analiza un proceso civil de Desalojo Por 

Ocupante Precario, que se inició con la demanda presentada por Carlos Alberto 

Merino Polo en contra de Rolando Demetrio Luzquiño Brown. El demandante 

solicita la restitución del bien inmueble; en razón, que es propietario del inmueble 

al haberlo adquirido por compraventa de su anterior propietaria Celia Luzquiño 

del Castillo, y que el demandado viene ocupando su inmueble sin autorización ni 

título que lo respalde. La demanda es admitida por el Trigésimo Octavo Juzgado 

Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, y se corre traslado de la misma al 

demandado para que conteste la demanda. El demandado al contestar la 

demanda señaló: i) Que, el bien inmueble perteneció a sus padres Julio Luzquiño 

Ruiz e Isabel Brown Herrera; ii) Que, al fallecer sus padres, se debió dar inicio al 

trámite notarial de sucesión intestada, constituyéndose como herederos él y sus 

hermanos; no obstante, al tener errores en la partida nacimiento respecto a los 

datos maternales, no pudieron realizar dicho trámite. Sin embargo, su hermana 

Celia Luzquiño del Castillo actuando de mala fe realizó el respectivo trámite 

notarial y con fecha 14 de abril de 2004 y 23 de octubre de 2006, se expidió las 

respectivas actas notariales de sucesión intestada, declarándose única heredera 

universal de los causantes Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera y con ello 

se hizo la transferencia de dominio del inmueble sub litis a su favor, conforme a 

la Partida N° 40186913 del Registro de Predios; y mediante Escritura Pública de 

fecha 30.09.2009 a través de una compraventa, su hermana transfiere el dominio 

de dicho inmueble al demandante, desconociendo los derechos hereditarios que 

le corresponden; iii) Que, viene poseyendo el inmueble en su condición de 

heredero, y para ello ha iniciado junto a los sucesores de su hermano un proceso 

de petición de herencia, y acumulativamente la declaratoria de herederos 

recaído en el Expediente N° 12358-2010.  Las principales instituciones jurídicas 

analizadas son la posesión precaria, el título para poseer, el desalojo, la sucesión 

intestada y la petición de herencia.  El Trigésimo Octavo Juzgado de Civil de la 

CSJL declaró infundada la demanda; en razón, que el demandando si contaba 

con un título (la condición de heredero) que justifique la posesión en el bien. La 

Quinta Sala Civil de la CSJL, revocó la sentencia de primera instancia, y 

reformando declaró fundada la demanda, señalando que el demandado no tiene 

ningún título ni vínculo contractual existente con el demandante para el uso del 

bien inmueble y que el demandante tiene derecho a la restitución de la posesión 

a su favor. La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de la República 

declaró Fundado el recurso de casación presentado por el demandado; por 

consiguiente, casaron la sentencia de vista, en consecuencia, nula la misma y 

actuando en sede de instancia confirmó la sentencia apelada que declara 

infundada la demanda. 
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1. REACIÓN SOBRE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO JUDICIAL 

Que, debe entenderse que se está ante proceso sumarísimo de desalojo por ocupante 

precario. 

1.1. Respecto de la Parte Demandante: 

1.1.1. En el escrito de la demanda-. 

- El demandante señala que es propietario del inmueble ubicado en la Unidad 

Vecinal N° 3 Block 48, D4 Segundo Piso, distrito del Cercado de Lima, 

conforme la Partida Registral N° 40186913 del Registro de Propiedad Inmueble 

de Lima, y que dicho inmueble la adquirió de su anterior propietaria Celia 

Luzquiño del Castillo. 

-  Así también, señala que el demandado viene ocupando el citado inmueble sin 

autorización alguna, de forma precaria y que, tras el pedido de desocupar dicho 

bien, mantiene una posición renuente. 

 

1.1.2   En el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia. - 

 - El Juez no ha considerado la condición de propietario que ostenta sobre el 

predio. 

- Asimismo, indica que el Juez se ha basado en el proceso de petición de herencia 

que se sigue entre el demandado y otros contra su hermana Celia Luzquino, para 

señalar que el demandado en su condición de heredero ocupa el predio; no 

obstante, dicho proceso de petición de herencia es un proceso a parte que no 

tiene vinculación con el presente proceso, así como no ha tenido en cuenta que 

el demandando no tiene ningún título que lo ampare para ocupar el predio. 

1.2 Respecto de la parte demandada: 

 1.2.1   En el escrito de la contestación de la demanda-. 

- El demandado señala el tracto sucesivo del inmueble sub litis: i) Con fecha 24 

de febrero de 1996 sus padres Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera 

celebraron un contrato de compra venta a plazos y cancelado el total de su valor 

con la Junta Nacional de la Vivienda, adquiriendo el inmueble sub litis, 

conforme consta en la Ficha N° 118007 de la Partida N° 40186913 del Registro 

de la Propiedad Inmueble de Lima. ii) Al fallecer su padre Julio Luzquiño Ruiz 



con fecha 06 de noviembre de 1979 y su madre Isabel Brown Herrera con fecha 

14 de noviembre de 2000, se debió constituir como herederos los hijos del de los 

causantes: Augusto Dante Luzquiño Brown, Demetrio Rolando Luzquiño 

Brown (el demandado) y Celia Luzquiño Brown; no obstante, ésta última al 

saber de los errores de los datos maternales en las partidas de nacimientos de sus 

hermanos, procedió de mala fe al iniciar  el trámite notarial de la sucesión 

intestada de Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera, declarándose única 

hereda universal por Acta Notarial del 23 de octubre de 2006. iii) Que, al haberse 

declarado única heredera legal de los causantes en mención adquirió como bien 

propio el inmueble sub litis y se declaró propietaria. Iv) Que, la citada señora 

procedió enajenar el inmueble de propiedad de la sucesión intestada Luzquiño 

Brown, mediante Escritura Pública de fecha 30 de setiembre de 2009 a favor del 

demandante, por la suma irrisoria de S/.20,000 Soles. 

- El demandado manifiesta que la propiedad le pertenece a sus padres, y por 

ende, en su condición de hijo tiene derechos sobre el inmueble sub litis, por lo 

que pone en conocimiento a la Judicatura que ha instado junto con los sucesores 

de su hermano el proceso de petición de herencia y declaratoria de herederos 

respecto de los causante Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera en el 

Expediente N° 12358-2010 ante el 46° Juzgado Civil de la CSJL. 

- Asimismo, señala que con los pagos de servicios respecto del inmueble sub litis 

se puede apreciar que el citado bien siempre fue de sus padres; además, que el 

pago de los arbitrios del 2004, 2005 y 2006 están consignados a su nombre y al 

de su madre, lo que demuestra su ininterrumpida posesión, y su derecho sobre 

dicho inmueble. 

1.2.2 El recurso de casación contra la sentencia de vista. - 

 - El demandado interpone recurso de casación contra la sentencia de vista de 

fecha 10 de octubre de 2012 por causal de interpretación errónea de normas de 

derecho material, en alusión al artículo 911° del Código Civil, señalando que el 

Superior Jerárquico le da un sentido diferente a la citada norma al concluir que 

la existencia de un proceso judicial de petición de herencia en el cual le ha sido 

favorable y se le otorga la calidad de heredero de sus padres Julio Luzquiño Ruiz 

e Isabel Brown Herrera no constituye un título justificativo alguno de la posesión 



que se alega, posición que no es acorde a lo señalado en el artículo 911° del 

Código Civil, por cuanto, poseedor precario se configura solo cuando hay 

ausencia absoluta de algún elemento que justifique la posesión que ejercer en un 

determinado inmueble, lo que no se presente en el caso de autos, por cuanto, 

indica que viene ejerciendo la posesión del bien como heredero de los 

propietarios originales, por lo que hay una razón que justifica la posesión del 

citado inmueble sub litis. 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE JUDICIAL 

2.1 El Título Posesorio 

El Código Civil de 1984, en su artículo 911°señala: “La posesión precaria es la que 

se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido.” 

En ese sentido, es necesario saber si la parte demandada cuenta con título o no, a 

efectos de verificar si es poseedor precario, para ello es fundamental determinar 

¿Qué es el título?; toda vez, que el IV Pleno Casatorio recaído en el Exp. N° 2195-

2011-Ucayali no hace una definición expresa y clara de lo que significa el título 

posesorio, sino que se limita a desarrollar algunos supuestos que configuran la 

posesión precaria. 

Al respecto, se advierte de la doctrina y la jurisprudencia que no hay un consenso 

sobre la definición del título, por cuanto, algunos autores y magistrados han señalado 

que el título posesorio está referido al acto jurídico, por ejemplo, como mencionaba 

Avendaño (1986): 

 

La palabra título tiene muy diversas acepciones en derecho. (…). 

Título es también el acto jurídico en base al cual se invoca una 

determinada calidad. Título es asimismo la posición jurídica que 

se invoca, y así se dice a “título de propietario”. En este caso el 

concepto de “título” es el de acto jurídico. El Código supone que 

el poseedor ha entrado en una posición en mérito a un negocio 

jurídico, a un contrato, el cual podría ser compraventa, un 

arrendamiento o un préstamo. En cualquier caso, hay una relación 

jurídica entre el enajenante y el adquirente de la posesión. 

(Pág.60) 



Así también, en la misma línea está el jurista Arias-Schreiber (citado en Lama, 2008) 

refiere que “el título no es otra cosa que el acto jurídico por el cual se transmite la 

posesión de un bien, ya sea en propiedad, usufructo, arrendamiento o comodato, entre 

otros (…)” 

Algunas sentencias expedidas por la Corte Suprema de Justicia de la República, al 

momento de pronunciarse sobre los casos de desalojo por precario, han hecho 

referencia al título como un acto jurídico, conforme se expone: 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, ha señalado 

que “el artículo 911° del Código Civil exige que se prueben dos condiciones 

copulativas: Primero.- Que, la parte demandante sea la titular del bien cuya 

desocupación pretende; y, Segundo.- Que la parte emplazada ocupe el mismo sin 

título o cuando el que tenía ha fenecido. El “Título” a que se refiere la segunda 

condición copulativa es el que emana de un acto jurídico por el que se otorga al 

poseedor, la propiedad, arrendamiento, usufructo, uso, comodato, superficie, 

anticresis, entre otros, del bien que detenta, y no nace del solo estado o condición 

familiar del ocupante, (…).” (Casación N° 1784-2012-ICA, Considerando Octavo). 

El mismo criterio se establece en el considerando octavo de la Casación N° 1537-

2013-Junin de fecha 07 de marzo de 2014 y considerando sexto de la Casación N° 

4006-2007-Ucayali de fecha 27 de octubre de 2008. 

Como se puede advertir algunos juristas y Colegiado de la Corte Suprema de Justicia 

de la República, han interpretado que el título que justifica la posesión tiene que 

provenir de un acto jurídico, siendo éste el origen del nacimiento del derecho que se 

alega (posesión), la misma que puede ser válido o inválido. Que, en palabras de 

Taboada (2002):  

Los actos jurídicos se caracterizan por estar conformados por una 

o más manifestaciones o declaraciones de voluntad emitidas con 

el propósito de alcanzar un resultado práctico, que en cuanto 

tutelado por el ordenamiento jurídico, se convierte en un 

resultado jurídico. Estos actos jurídicos (llamados en otros 

sistemas doctrinarios y legales negocios jurídicos) constituyen sin 

lugar a duda la especie más importante de los hechos jurídicos 

voluntarios, por cuanto a través de ellos los particulares tienen la 

posibilidad de satisfacer sus múltiples y variadas necesidades en 

su vida de relación con otros sujetos de derecho. (…). (Pág. 21) 



En ese sentido, son las normas jurídicas quienes definen qué actos jurídicos 

celebrados por los particulares merecen protección legal, y, por ende, alcanzan un 

resultado jurídico: crear, modificar, regular o extinguir relaciones jurídicas. 

 

De otro lado, existen juristas y ejecutorias supremas que amplían el concepto de 

título posesorio, entendiendo que no solo puede provenir del acto jurídico, sino 

también de la ley, resultando ser más eficiente y permite un mejor estudio del título 

posesorio, por cuanto, los casos de demanda por desalojo precario actuales, la 

sustentación del título posesorio de la parte demandada no necesariamente reside en 

un acto jurídico; comparten dicha postura los doctores Héctor Lama More, Martin 

Mejorada Chauca, Julio Pozo Sánchez y Alan Pasco Arauco.  

De esta manera lo explicaba Héctor Lama (2008): “El derecho que la ley reconoce 

al poseedor, respecto de un bien determinado, puede constituir la causa del derecho 

a la posesión del citado bien” (Pág.144); por consiguiente, en alusión a la Casación 

N° 3135-99-Lima de fecha 13 de junio del año 2000, donde se consideró que el hijo 

menor de edad que usa y disfruta del bien de propiedad de los padres, no tendrá la 

condición de precario, por cuanto, su título que justifica su posesión es su calidad 

de hijo, Lama (2008, Pág. 145) expuso: “La ley impone al padre la obligación de 

proporcionar habitación o vivienda a sus menores hijos-dentro del concepto de 

alimentos-;tal derecho del menor es título posesorio respecto del bien, de propiedad 

del padre, donde reside.” 

Así también, Martín Mejorada Chauca publicó un artículo denominado “Título para 

Poseer” en el portal jurídico Legis Perú, con la finalidad de hacer énfasis a lo 

indicado por el IV Pleno Casatorio con relación al título posesorio, para lo cual 

sostuvo: “El Pleno dijo claramente en su considerando 54 que los poseedores no son 

precarios, si cuentan con un título para poseer, que puede ser convencional (acto 

jurídico) o legal (hecho jurídico), es decir, el poseedor tiene derecho a quedarse 

cuando ostenta un título convencional, un contrato, por ejemplo, pero también si 

tiene derecho a poseer en virtud de un “hecho” que activa un “derecho”. Lo segundo 

(…) sucede, por ejemplo, con el derecho de “retención” (artículo 1123 del Código 

Civil), que habilita al acreedor a conservar la cosa ajena en garantía de su crédito, 

sin que se haya convenido tal aseguramiento. El hecho es: la existencia de una deuda 

impaga y el bien en manos del acreedor. Así nace el derecho a poseer como 



retenedor, no hace falta contrato u autorización del deudor moroso.” (Mejorada 

Chauca, 2019, Párrafo 3 y 4). 

En la misma línea, lo exponía Julio Pozo (2015): “El título es la causa que justifica 

válidamente la posesión. La causa (que justifique válidamente la posesión) podría 

constar en un acto jurídico, pero también podría emanar de las normas legales. (…)” 

(Pág.210) 

Asimismo, se añade a dicha postura el jurista y abogado Alan Pasco (2017), en el 

cual indica: 

El precario solo se salvará del desalojo en tanto pueda acreditar 

que cuenta con un título, es decir, alguna razón o circunstancia, 

derivada de la ley o de la voluntad del concedente, que justifique 

su posesión. El “título” no puede limitarse a tener como fuente la 

voluntad de las partes (acto jurídico), pues con ello se niega 

relevancia a los títulos de fuente legal, tales como la prescripción 

adquisitiva, el derecho de retención, el derecho de uso extensible 

a la familia del beneficiario directo, la condición “social” del bien, 

etc. (Pág.36) 

      En lo que respecta a la jurisprudencia, se tiene lo siguiente: 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, ha 

señalado que “que para ser considerado precario debe darse la ausencia absoluta de 

cualquier circunstancia que justifique el uso o disfrute del bien por parte de la 

emplazada.” (Casación N° 4838-2018-Lima, Considerando Décimo Cuarto), mismo 

criterio se reitera en el considerando noveno de la Casación N° 2698-2012-Lima. 

 

 Mi postura: Que, atendiendo a las grandes vicisitudes que se presentan al momento 

de resolver las demandas sobre desalojo por ocupante precario, pese a contar con un 

precedente judicial (IV Pleno Casatorio), esto parte de una problemática por 

entender que es el título posesorio, por cuanto, una clara precisión generaría una 

mayor distinción de quién es el precario en el caso concreto.  

Que, siendo así considero que el título posesorio es la causa o fundamento que 

justifica el derecho a poseer un determinado bien inmueble, el mismo que puede 

emanar de un acto jurídico (que deriva del acuerdo de voluntades entre las partes 

interesadas, siendo los más concurrentes los contratos de compra venta o 



arrendamiento) o la ley; al considerarse éstos como fuentes del título, generan la 

existencia del derecho, por el cuál habilita al demandado a tener una posición 

oponible en un proceso de desalojo por ocupante precario, ostentando la posesión 

por una causa válida, lo cual implica que si tiene un título que lo respalde para no 

ser considerado poseedor precario. 

Así también, existen circunstancias o situaciones fácticas que tienen relevancia 

jurídica para el Derecho, por cuanto, con el transcurrir del tiempo traen consigo 

consecuencias jurídicas, por lo que tal evento se contempla en la Ley (título legal), 

y a partir de ello es que se otorgan derechos a los sujetos respecto de un determinado 

bien. Ejemplo: El caso de la prescripción adquisitiva: Una persona viene poseyendo 

el bien inmueble por más de veinte años y si cumple con los requisitos determinados 

en el artículo 950° del C.C (continua, pacífica, pública y se conduce como verdadero 

propietario), debidamente probados, la norma contempla que podrá ser propietario 

del bien inmueble; de ello se colige, que tal supuesto de hecho, fue recogido por la 

ley para dar lugar a la existencia de un derecho a favor de un poseedor, el mismo 

que puede ser oponible ante el título del demandante que alega ser propietario en un 

proceso de demanda por desalojo por ocupante precario. 

Por tanto, resulta más idóneo adherirse al criterio ampliatorio de lo que debe 

entenderse por título posesorio, en atención a los nuevos conflictos de desalojos por 

posesión precaria (desalojos entre familiares), donde la parte demandada justifica el 

uso y disfrute de su posesión de un determinado bien, amparándose en un título legal 

y no necesariamente en un título negocial; máxime, si en el Exp. N° 2195-2011-

Ucayali – Cuarto Pleno Casatorio puede desprenderse que, al hacer mención del 

título, se estaría calificando como el acto u hecho, en el cual el demandado sustenta 

su posesión. (ver considerando 55 y 61), esto es, indirectamente recoge dicho el 

concepto amplio del título posesorio. 

 

2.2 ¿Existe una relación de género y especie entre la Posesión Ilegítima y la Posesión 

Precaria? 

Que, a efectos de realizar un análisis respectivo, es necesario precisar que existe 

posesión legítima e ilegítima, éste último pudiendo ser de buena fe y mala fe, siendo 

que dichos conceptos se pueden desprender de lo regulado en los artículos 906° al 910° 

del Código Civil. 



Que, la Corte Suprema de Justicia de la República en el en el IV Pleno Casatorio, 

procedió a definir la posesión legítima e ilegítima, señalando que “La posesión es 

legítima cuando el ejercicio de dicho derecho sea de acuerdo a las disposiciones del 

ordenamiento civil, en tanto que será ilegítima cuando se tenga sin título o por un título 

nulo o que ha sido adquirido por un modo insuficiente para adquirir los derechos 

reales, o cuando se adquiere del que no tenía derecho a poseer la cosa o no lo tenía 

para transmitirla.” (Casación N° 2195-2011-Ucayali, Considerando 41) 

En ese sentido, se puede colegir que la posesión legítima será aquella que se ejerza con 

arreglo a derecho, y cuente con un título válido y eficaz que garantice su derecho de 

posesión, en cambio habrá posesión ilegítima cuando sea contrario a derecho, esto es, 

aquel que ejerce la posesión, pero con un título irregular, ya que éste adolece de un 

defecto de invalidez (nulo o anulable) o ineficaz. 

 

En palabras del jurista Alan Pasco (2017), respecto a los supuestos de la posesión 

ilegítima, se tiene lo siguiente:  

i) ausencia de título (tanto legal como negocial); ii) contar con un 

título negocial inválido (una compraventa nula, por ejemplo); o 

iii) contar con un título negocial válido pero ineficaz (por 

ejemplo, contar con una compraventa válida pero que ha quedado 

resuelta por haberse incumplido con el pago del precio o una 

compraventa que ha sido otorgado por quien no es el propietario). 

(Pág.19) 

 A su vez, la posesión ilegítima se subdivide en buena fe y mala fe: El Código Civil de 

1984, en su artículo 906° definió la posesión ilegítima de buena fe señalando: “La 

posesión ilegítima es de buena fe cuando el poseedor cree en su legitimidad, por 

ignorancia o error de hecho o derecho sobre el vicio que invalida su título.”, lo cual 

implica que el poseedor ilegítimo de buena fe no tenía conocimiento o no se encontraba 

en una posición razonable de saber que el título que le otorga el derecho a poseer el 

bien se encuentra inmerso en un vicio. De otro lado, aun cuando no haya una definición 

concreta de la posesión ilegítima de mala fe en el código civil, en la doctrina diversos 

autores se han pronunciado sobre dicho concepto, así se tiene por ejemplo a Lama 

(2012) que define: 

 



 Que, existirá mala fe en la posesión cuando el poseedor del bien 

conoce perfectamente que no le asiste derecho alguno, que 

conoce de la ilegitimidad de su título-en caso éste existiera- o que 

ejerce la posesión sin título alguno, y es consciente que ejerce un 

poder de hecho sobre dicho bien, en claro perjuicio del titular. 

(Pág.117) 

Así también, el jurista Eugenio Ramírez (2017) ha señalado que se está ante una 

situación de posesión ilegítima de mala fe: “Cuando el poseedor tiene pleno y cabal 

conocimiento (consciencia) de su ilegitimidad. Aquí no existe ignorancia ni error en 

cuanto a la adquisición de la posesión, sabe que su título es inválido o que simplemente 

es nulo, inexistente (…)” (Pág.468) 

Que, siendo así se infiere que el poseedor ilegitimo de mala fe, es aquel que tiene 

conocimiento de la ilegitimidad del título o se encuentra en una posición razonable de 

saber que su título (por el cual sustenta su derecho a poseer) es irregular, ya sea porque 

adolece de alguno de los requisitos de validez, contemplados en el artículo 140° del 

C.C, o porque es ineficaz. 

 

Habiéndose realizado algunas precisiones sobre la posesión legítima e ilegítima, 

corresponde analizar la interrogante planteada, que desde la perspectiva de la 

interpretación literal del artículo 911° del Código Civil, se hace una definición sobre 

posesión precaria, entendiéndose como aquella persona que posee un bien sin título 

alguno o el que tenía ha fenecido, la misma que ha sido recogida por el IV Pleno 

Casatorio, de lo cual se puede inferir se está ante una posesión contraria a derecho, ya 

que no cuenta con un título posesorio convencional o legal que respalde su posesión, 

siendo a su vez una posesión ilegítima, así también, se advierte de dicha institución 

jurídica que quién ostenta la posesión del bien lo hace careciendo de un título o a 

sabiendas de tener un título manifiestamente nulo (el mismo que es considerado como 

si nunca hubiese existido tal título, luego de ser verificado por el órgano 

jurisdiccional), siendo dichos supuestos lo que se desprende del concepto de precario, 

los cuales coinciden con los supuesto del poseedor ilegítimo de mala fe, por lo que el 

primero subyace en este último.   

Que, siguiendo con la interpretación literal del artículo 911° de la norma sustantiva, se 

puede inferir que todo poseedor precario es ilegítimo, pero no todo poseedor ilegítimo 

es necesariamente precario, por cuanto, el poseedor ilegítimo es un concepto mucho 



más amplio, siendo el género y el poseedor precario la especie, así como, un poseedor 

precario es un poseedor ilegítimo de mala fe; no obstante, es de señalar que el citado 

pleno casatorio no se recoge como una sola interpretación del precario sino que 

incorpora adicionalmente otro definición que configure la posesión precaria a la luz de 

los antecedentes históricos de la citada institución jurídica. 

2.3 ¿Cuál es la interpretación del concepto poseedor precario regulado en el artículo 

911° del Código Civil, a raíz del IV Pleno Casatorio? 

Que, es de precisar que en la actualidad no existe una definición clara de la figura de 

ocupante precario, que pueda abarcar todas las situaciones fácticas que se presentan 

en la realidad, lo que ha llevado que en los diversos procesos judiciales, los 

magistrados interpreten a su manera lo que se entiende por precario, expidiendo 

sentencias contradictorias. 

 Que, en la doctrina y jurisprudencia han predominado dos formas de concebir el 

concepto de ocupante precario, la primera es un concepto restringido con 

reminiscencia del Derecho Romano y el otro concepto se limita a la interpretación 

literal del artículo 911° del Código Civil. 

a) Concepto Romana o Clásica del Ocupante Precario:  

Se tiene conocimiento que la figura del precario tiene orígenes en Roma, y que su 

terminología significa “suplica”, el magistrado y catedrático Lama (2012) manifestó 

lo siguiente:  

El precario era aquel que accedía a la posesión de un bien, por el 

mérito de un vínculo obligacional (contrato de precario) existente 

con el propietario del bien, mediante el cual éste, a ruego de aquel, 

le entregaba el bien a título gratuito, reservándose el derecho de 

revocarlo en cualquier momento. (Pág.96)  

De ello se colige, ciertos elementos que componían el contrato de precario: i) 

concesión por parte del propietario y a título gratuito; ii) Aquel que pide la posesión 

del bien lo hace mediante ruegos; iii) no hay plazo establecido para la devolución del 

bien, iv) la restitución del bien se da en la primera oportunidad que lo solicite el 

propietario.  



En la doctrina nacional, el jurista Gunther Gonzales Barrón hizo un análisis al artículo 

911° del Código Civil y a los artículos correlacionadas de la norma sustantiva 

(artículos 921° y 923° del Código Civil) y la normativa adjetiva (artículo 586° y 587° 

del Código Procesal Civil), para lograr encontrar una definición al ocupante precario. 

En relación con eso, Gonzales (2013) hizo sus primeras conclusiones al tema en 

cuestión fue lo siguiente:  

i. La regulación del precario tiene utilidad solo en el ámbito procesal, ya que ello 

da lugar activar el proceso de desalojo. 

ii. El proceso de desalojo solo interpone en la vía sumarísima. 

iii. Que, el desalojo es un mecanismo de defensa posesoria. 

iv. De esta manera, lo explicaba Gunther Gonzales (2013): 

 

Que, conforme al artículo 586° del C.P.C, el precario es uno de 

aquellos sujetos obligados a la restitución del bien, lo que implica 

su carácter de poseedor (inmediato); mientras tanto, el 

demandante tiene el derecho de exigir la restitución, lo que 

presupone que entregó el bien de forma voluntaria, por lo que es 

también poseedor (mediato). (Pág.524) 

 

v. Que, del artículo 587° del C.P.C se puede deducir que aquella persona que cedió 

el bien a otro mantenía una relación obligacional, lo cual suponía que solo se estaba 

ante poseedores y que la única clasificación de tipos de poseedores que cumplieran 

con dicha relación es si se estás ante un poseedor mediato e inmediato. 

 Que, luego de la reflexión y análisis de las normativas en mención, Gonzales (2013, 

Pág. 524) sostuvo la siguiente definición del ocupante precario: “Es precario todo 

poseedor inmediato que recibió el bien en forma temporal por acto voluntario realizado 

por el concedente o poseedor mediato, cuya finalidad es proporcionar el goce por 

liberalidad, gracia o benevolencia.”; por tanto estas situaciones posesorias nacen de un 

título social, y que sería dicha interpretación a la que hace alusión el artículo 911° del 

C.P.C,  ya que sería precario todo aquel que posee un bien sin título, por cuanto, tiene 

un título social (que puede derivarse por relaciones familiares, amicales u otros). 



De ello se puede advertir, que la definición propuesta por el citado jurista en relación 

al ocupante precario guarda similitud con el concepto histórico que se manejaba sobre 

dicha institución jurídica en los tiempos de Roma, ya que, el concedente por buena 

voluntad le cede la uso y disfrute a otro por actos de benevolencia, gracia, caridad 

(título social) y éste puede solicitar la devolución del bien en cualquier momento, por 

tanto, la posesión del bien es transitoria respecto del precario; y si se habilita, el 

proceso de desalojo por ocupante precario, ésta tendrá naturaleza obligacional.   

b) Definición Gramatical del Artículo 911° del Código Civil: 

Que, en la doctrina nacional también existen otros autores que se oponen a la 

definición que contempló el jurista Gunther Gónzales Barrón, al señalar que el 

poseedor inmediato solo tendría la calidad de precario si se rigiera por la teoría de 

Savigny, ya que, de ser así efectivamente el poseedor inmediato sería un detentador al 

cual se le ha cedido el uso y eventualmente el disfrute de un bien de manera transitoria 

y que reconoce a otro como el propietario, debiendo devolver el bien en la primera 

oportunidad que le requiere el propietario, lo cual evidencia que carece de animus 

dominus; no obstante, en la legislación nacional ya se superó la etapa en el cual regía 

la teoría de Savigny con relación a la posesión, por cuanto el Código Civil de 1984 

vigente, se rige en el tema posesión por la teoría de Ihering, bajo ese precepto el jurista 

Avendaño (2017) sostuvo:  

El poseedor inmediato a pesar de su temporalidad y pese a que 

reconoce a un propietario, es verdadero poseedor porque ejerce 

de hecho poderes inherentes a la propiedad. No hay precariedad 

sino posesión legítima, siempre que el título emane de quien tiene 

derecho para otorgarlo. (Pág. 37-38) 

En lo que respecta a la definición del ocupante precario, varios autores (Jorge Avendaño, 

Hector Lama More, Alan Pasco y otros.) han extraído su significado de la interpretación 

literal del artículo 911° del Código Civil, esto es, con el método de interpretación literal 

han logrado encontrar el sentido de la norma a partir de su literalidad, por lo que “se 

atribuye un significado a los términos empleados en la redacción por el legislador o por 

los contratantes. Con ayuda de las reglas gramaticales y del uso del lenguaje, se indaga 

el significado de los términos en que se expresa una disposición normativa.” (Anchondo, 

s.f.) 



Que, siendo así el Código Civil de 1984 en el artículo 911° definió la posesión precaria: 

“Es la que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido.”, de lo cual 

“la precariedad es una especie de característica de posesión ilegítima de mala fe. De 

acuerdo con el numeral 911, dos son las causales: a) falta o inexistencia del título (nunca 

existió), b) el título que dio vida a la posesión ha fenecido, caducado.” (Ramírez 2017, 

Pág. 472); así también, comparte dicha postura el jurista Hector Lama y Alan Pasco, 

cuando se analizó si la posesión precaria es una variante de la posesión ilegítima (ver 

ítem 2.2 del presente trabajo). 

 

De ello se colige, que la posesión precaria es un tipo de posesión ilegítima, por cuanto, 

se desprende que se está ante dicha figura jurídica cuando se esté poseyendo sin título 

alguno, esto es, ausencia de título jurídico o legal que respalde la posesión o de un título 

manifiestamente nulo, por lo tanto no hay derecho a poseer, por ejemplo: el invasor; así 

como que la posesión se adquirió por un título que luego ha fenecido, por ejemplo: 

María y Pedro celebran un contrato de compraventa de un bien inmueble, donde pactan 

que el pago por el citado bien se hará en diez armadas, y que si Pedro deja de pagar una 

armada el contrato quedará resuelto de pleno derecho, bastando solo la comunicación 

que María le curse a Pedro sobre la resolución del contrato. En un determinado 

momento, Pedro deja de pagar una armada porque no tiene solvencia económica, para 

lo cual María le cursa una comunicación a Pedro haciéndole saber que está activando la 

cláusula resolutoria; en consecuencia, se advierte que el título que lo habilitaba para 

poseer el bien ha fenecido, convirtiéndose para tales efectos en poseedor precario; y por 

tanto, el proceso de desalojo por ocupante precario que se activara será de naturaleza 

real.   

¿Qué, concepto adopta el Cuarto Pleno Casatorio recaído en la Casación N° 2195-

2011-Ucayali? 

Que, en la parte resolutiva del precedente judicial en mención, la Corte Suprema 

estableció como doctrina jurisprudencial vinculante que “Una persona tendrá la 

condición de precaria cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título 

para ello, o cuando dicho título no genere ningún efecto de protección para quien lo 

ostente, frente al reclamante, por haberse extinguido el mismo.” (Casación N° 2195-

2011-Ucayali, numeral 1) de la parte resolutiva), de lo cual se desprende que hace 



referencia a los dos supuestos de posesión precaria, que es poseer careciendo de título 

alguno o el título que tenía ha fenecido. 

Al respecto, en los considerandos 53, 54 y 55 de la citada casación se hace el desarrollo 

de los dos supuestos que contempla el artículo 911° del Código Civil, estableciendo que 

respecto al primer supuesto que contempla la citada norma sustantiva, debe entenderse 

que se configura la posesión precaria ante la ausencia de acto o hecho que justifique el 

derecho de posesión, el cual incluye los caso en que se haya cedido el uso del bien a 

título gratuito, por actos de liberalidad, gracia o benevolencia, y al solicitar el cedente 

la restitución del bien, éste no lo devuelve; por consiguiente, se puede inferir que en 

primer supuesto donde se configuraría la posesión precaria, la Corte Suprema ha 

amplificado la definición del concepto de precario que hace alusión el artículo 911° del 

Código Civil, al añadir el concepto clásico romano. Por tanto, se considera precario 

desde la perspectiva histórica y también desde la interpretación literal del artículo 911° 

del C.C, esto es, se ha unificado ambos criterios. 

2.4 El Proceso de Desalojo y sus tipologías 

El proceso de desalojo viene hacer un mecanismo de defensa que tiene el propietario 

y todo aquel que tiene derecho de posesión sobre un bien, respecto de aquel que no 

tiene dicho derecho a poseer, buscando con ello la restitución de la posesión del bien, 

en esa línea, Mejorada (2013) se ha pronunciado sobre el proceso de desalojo 

afirmando: 

En el desalojo se realiza un preexamen del derecho a poseer sobre 

la base de ciertos elementos materiales que el demandado debe 

exhibir si quiere mantenerse en la posesión. Si el demandado no 

persuade al juez que podría tener el derecho que señala, deberá 

entregar el bien. Claro, igualmente el actor debe persuadir al juez 

de que le asiste el derecho a poseer. (Pág.18) 

Que, en un principio solo existía el proceso de desalojo regulado en el Código Procesal 

Civil; no obstante, en la actualidad se han creado otros tipos de desalojo vinculados 

netamente a los temas de arrendamiento, los cuales son: El Desalojo Express-Cláusula 

de Allanamiento Futuro, el Proceso Único de Ejecución de Desalojo, el Proceso de 

Desalojo con Intervención Notarial; en razón, a la alta demanda de casos suscitados en 

vía judicial entre el Arrendador y Arrendatario que demoran en resolverse, y para 



proveer de mecanismos rápidos al arrendador, ya que ellos son los que se encuentran 

en una posición inferior frente al arrendatario. En ese sentido, se desarrollará los dos 

procesos de desalojo más usados en nuestro país.  

2.4.1 El Proceso de Desalojo regulado en Código Procesal Civil. - 

 El cual se tramitará en la vía sumarísima, conforme se señala en el artículo 546° del 

Código Procesal Civil, y a las precisiones que se le contempla en el artículo 585° del 

C.P.C y siguientes, con excepción del artículo 594° del C.P.C que está referido al 

desalojo express. 

Que, es verse que en el artículo 546° y 585° del Código Procesal Civil se regula el 

desalojo sin hacer precisión a los tipos de causales por el cual devendría iniciar un 

proceso de desalojo, por lo que se infiere que las causales que se puede demandar son: 

a) La Falta de Pago, b) Vencimiento del plazo del contrato, c) por precario; no obstante, 

en lo que respecta a la falta de pago y vencimiento de plazo de contrato solo se puede 

interponer por este proceso de desalojo, siempre y cuando en el contrato de 

arrendamiento no se haya incluido la cláusula de allanamiento futuro. De ello se colige, 

que prima facie este proceso de desalojo regulado en el Código Procesal Civil es 

principalmente para ver temas de desalojo por ocupante precario, siendo que en la 

actualidad las otras causales están siendo llevadas a cabo en los otros tipos de proceso 

de desalojo en mención. 

Procedimiento  
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Antes que se expidiera el IV Pleno Casatorio recaído en la Casación N° 2195-2011-

Ucayali, se presentaba casos en el cual el arrendador le cursada la carta notarial al 

arrendatario por vencimiento del contrato de arrendamiento, y solicitaba la devolución 

del bien, por lo cual el contrato quedaba sin efecto; para ello, el arrendador tenía dos 

opciones: i) Interponer demanda de desalojo por ocupante precario ante un Juez 

Especializado; ii) Interponer demanda de desalojo por vencimiento de plazo de contrato, 

que dependiendo de la cuantía de la renta pactada en el contrato, podía ser revisada por 

un Juez de Paz Letrado o Especializado. 

Sin embargo, luego que se expidiera el IV Pleno Casatorio, se estableció como doctrina 

jurisprudencial: “También constituirá un caso de título de posesión fenecida, cuando se 

presente el supuesto previsto por el artículo 1704° del Código Procesal, puesto que con 

el requerimiento de la conclusión del contrato y devolución del inmueble se pone de 

manifiesto la voluntad del arrendador de poner fin al contrato. Dicha comunicación debe 

ser indubitable, de lo contrario, dará lugar a que la demanda de desalojo por precario se 

declare infundada. Por el contrario, no constituirá un caso de título fenecido el supuesto 

contemplado por el artículo 1700° del Código Civil, puesto que el solo vencimiento del 

contrato de arrendamiento no resuelve el contrato, sino que, por imperio de la ley, se 

asume la continuación de la misma hasta que el arrendador le requiera la devolución del 

bien. Solo en el caso de existencia de requerimiento recién se puede asumir que el 

poseedor ha pasado a constituirse en precario por fenecimiento del título.” (Casación N° 

2195-2011-Ucayali, numeral 5.2) de la parte resolutiva) 

De lo expuesto, se advierte que si en el contrato de arrendamiento se estableció un plazo 

determinado, y a su vencimiento, el arrendador no ha requerido la devolución del bien, 

se entiende la continuación del contrato de arrendamiento con los mismos términos 

pactados, siendo la única diferencia que ya no hay plazo determinado, sino que éste se 

vuelve indeterminado, siendo que el contrato culminará cuando el arrendador solicite la 

devolución del bien en cualquier momento, conforme lo establece el artículo 1700° del 

Código Civil, el mismo que puede hacerlo enviando una aviso de conclusión del 

contrato de arrendamiento y devolución del bien, conforme al artículo 1703° del Código 

Civil, lo cual implica que la relación obligacional se mantiene vigente; no obstante, del 

pleno casatorio se evidencia que constituirá el arrendatario en precario, si al vencimiento 

del contrato, el arrendador le cursa un aviso (carta notarial) solicitando la devolución 



del bien, y éste no cumple con entregar el bien, por cuanto, de ahí se advierte que el 

título que ostentaba el arrendatario ha fenecido. 

Que, siendo así se observa que tras el IV Pleno Casatorio, en los casos donde exista carta 

notarial de parte del arrendador al arrendatario exigiendo la restitución del bien (contrato 

fenece), el arrendador queda impedido de interponer demanda de desalojo por 

vencimiento de contrato; toda vez, que en dicha situación el arrendatario ha quedado 

constituido en precario, por lo que queda solo interponer demanda de desalojo por 

ocupante precario, siendo el competente el Juez Especializado. 

No obstante, el arrendador puede solicitar desalojo por la causal de vencimiento de 

contrato por plazo fijo, cuando aún no se le haya hecho el requerimiento de la devolución 

del bien, por cuanto, el arrendatario sigue manteniendo dicha condición; por 

consiguiente, existe incompatibilidad en el desalojo por la causal de vencimiento de 

contrato y el desalojo por ocupante precario. 

2.4.2 Desalojo Express- Cláusula de Allanamiento Futuro 

La Ley N° 30201, publicada en el Diario Oficial El Peruano con fecha 28 de mayo de 

2014, modificó el artículo 594° del Código Procesal Civil, estableciéndose: “Sentencia 

con condena de futuro.- Artículo 594.- El desalojo puede demandarse antes del 

vencimiento del plazo para restituir el bien. Sin embargo, de ampararse la demanda, 

el lanzamiento sólo puede ejecutarse luego de seis días de vencido el plazo. (…).  

En los contratos de arrendamiento de inmuebles, con firmas legalizadas ante 

notario  público o juez de paz, en  aquellos lugares  donde no  haya  notario público, que 

contengan una cláusula de allanamiento a futuro del arrendatario, para la restitución del 

bien por conclusión del contrato o por resolución del mismo por falta de pago 

conforme  a lo establecido en el artículo 1697 del Código Civil,  el Juez notifica  la 

demanda al arrendatario para  que, dentro del plazo  de seis días, acredite la vigencia del 

contrato de arrendamiento o la cancelación del alquiler adeudado.  

Vencido el plazo establecido sin que se acredite lo señalado en el párrafo 

anterior, el Juez ordena el lanzamiento en quince días hábiles, de conformidad con el 

artículo 593 del Código Procesal Civil.  

(…).  



La deuda del arrendatario judicialmente reconocida origina la inscripción del 

demandado en el Registro de Deudores Judiciales Morosos.” 

Conforme se advierte del texto legal, se ha creado un procedimiento especial de desalojo 

que busca ser más expeditivo y célere para los arrendadores a fin que puedan solicitar 

desalojo por las causales de vencimiento de contrato o falta de pago, y la restitución del 

bien; en razón, que anterior a la norma, los arrendadores tenían que demandar desalojo 

por ocupante precario en los supuestos de vencimiento de contrato de arrendamiento 

una vez cursado el aviso de conclusión y devolución del bien, el cual era un proceso 

engorroso y demoraba entre 2 a 4 años para resolverse, llegando incluso hasta la Corte 

Suprema, lo cual resultaba ser un proceso insuficiente y dilatorio. En la actualidad, este 

proceso de desalojo express es el más usado ya que las etapas del procedimiento son 

más cortas que el proceso sumarísimo de desalojo, siempre que se trate de contrato de 

arrendamientos por las causales de falta de pago o vencimiento de contrato. 

Asimismo, para que proceda el desalojo expreses, se requiere de ciertos presupuestos: 

i) Que, el contrato de arrendamiento sea por escrito, ii) que se incorpore expresamente 

la cláusula de allanamiento futuro en el contrato, iii) que cuenta con firmas legalizadas 

del arrendador y arrendatario, ante Notario Público o Juez de Paz Letrado, iv) Que, el 

plazo fijado por el contrato haya vencido o que el contrato se haya resuelto por falta de 

pago, que contempla el artículo 1697° del C.C 

2.5 ¿En qué momento surge la condición de heredero? 

El Código Civil de 1984 en el artículo 660° señala: “Desde el momento de la muerte de 

una persona, los bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se 

transmiten a sus sucesores.”; de ello se colige, que tras de la muerte de una persona se 

generan los derechos sucesorios, cuyo pensamiento es compartido cuando se señala que 

“La muerte del causante es la primera exigencia para que haya sucesión. Aquella puede 

ser real o presunta. Es real la muerte biológica, que se produce con la cesación de las 

facultades vitales del individuo; y es presunta la que se declara judicialmente respecto 

de los desaparecidos.” (Ramos, s.f.), lo cual implica que la muerte es un acontecimiento 

natural y parte de la vida, empero, tiene repercusión en el Derecho (ya que genera 

consecuencias jurídicas), por lo que se está ante un hecho jurídico. Asimismo, la muerte 

del causante genera automáticamente la apertura de la sucesión, y por el cual aquellos 

llamados a suceder que hubieran sobrevivido al causante, ocuparán el lugar que le 



correspondía, y se le transmitirá la herencia, conforme a lo indicado en el testamento o 

a la sucesión intestada que se rige por el artículo 816° del Código Civil. 

En palabras del Catedrático Fernández (2017, Pág.33): “La apertura de la sucesión 

determina la transmisión inmediata del patrimonio hereditario del causante a sus 

sucesores sin necesidad de declaración judicial, es una transmisión ipso iure”, esto se da 

porque el fallecimiento de una persona extingue su personalidad jurídica, y deja de ser 

sujeto de derecho, entonces todos los bienes, derechos y obligaciones que poseía aquella 

persona no puede perder su continuidad jurídica y quedarse sin titular, es así que el 

Derecho Sucesorio interviene para resolver el problema, y establece que en el instante 

de la muerte del causante se transmite automáticamente el patrimonio a los sucesores. 

2.5.1 Proceso Sucesorio. –  

Son las etapas o fases que debe seguirse para la materialización de la transmisión de la 

herencia a favor de los sucesores, lo cual se puede explicar de la siguiente manera: 

Este proceso de la transmisión o tránsito que se da entre la 

apertura de la sucesión y la adición o adquisición de la herencia 

por el heredero queda en el plano de la idealidad, virtualmente 

suprimido por ficción de la ley que lo considera automática e 

instantáneamente realizadas a la muerte del causante, de tal 

manera que no existe solución de continuidad en la titularidad de 

las relaciones jurídicas patrimoniales dejadas por el de cujus. 

(Zarate 1998, Pág. 47) 

En ese sentido, se procede a desarrollar las etapas que lo conforman, el mismo que lo 

ha expuesto Fernández (2017, Pág.46): “a) Muerte del Causante, b) Apertura de la 

Sucesión, c) Vocación Hereditaria, d) Delación.” 

a) Muerte del Causante. – Como se ha expresado en líneas anteriores la muerte es el 

elemento más importante del derecho sucesorio, y es a partir de dicho acontecimiento 

done se inicia la apertura de la sucesión, encontrando una estrecha vinculación entre ellas. 

En el ordenamiento jurídico se establece de dos tipos de muerte: i) la muerte natural y ii) 

la muerte presunta declarada judicialmente. 

- La muerte natural: La Ley N° 26842 – Ley General de Salud, publicada el 20 de julio 

de 1997, en el artículo 108° define el concepto de muerte, señalando: “La muerte pone 



fin a la persona. Se considera ausencia de vida al cese definitivo de la actividad cerebral, 

(…). El diagnóstico fundado de cese definitivo de la actividad cerebral verifica la muerte. 

Cuando no es posible establecer tal diagnóstico, la constatación de paro 

cardiorrespiratorio irreversible confirma la muerte. (…)”; esto es, la muerte se entiende 

como el cese definitivo de las funciones esenciales del cuerpo humano en una 

determinada persona, y deberá ser acreditada a través del Certificado de la Partida de 

Defunción expedido por Reniec. 

- La muerta presunta es declarada judicialmente y se da en aquellos casos de desaparición 

de una persona, conforme lo regula el Código Civil de 1984, en el artículo 63°: “Procede 

la declaración de muerte presunta, sin que sea indispensable la de ausencia, a solicitud de 

cualquier interesado o del Ministerio Público en los siguientes casos: 1. Cuando hayan 

transcurrido diez años desde las últimas noticias del desaparecido o cinco si éste tuviera 

más de ochenta años de edad.  2. Cuando hayan transcurrido dos años si la desaparición 

se produjo en circunstancias constitutivas de peligro de muerte. El plazo corre a partir de 

la cesación del evento peligroso. 3. Cuando exista certeza de la muerte, sin que el cadáver 

sea encontrado o reconocido.”, la misma que también debe ser inscrita en el Registro 

Público de Defunciones de Reniec. 

b) Apertura de la Sucesión.- Tiene lugar desde el instante de la muerte del causante, y 

con ello se da la transmisión de la herencia a los sucesores, el cual es de pleno derecho; 

aquí se identifica a la persona fallecida, se analiza quiénes van a suceder/heredar, y cuáles 

es el patrimonio que se transmitirá, debiendo precisar que no son transmisibles derecho 

y/o obligaciones de carácter personalísimo que le correspondía de quién en vida fue el 

causante; en palabras del jurista Zarate (1998, Pág.48): “Está referido al momento en que 

se inicia o comienza el proceso de transmisión del patrimonio de una persona que fallece 

a sus sucesores.”; para ello es necesario determinar el momento y lugar en que se produce 

la muerte, entendiéndose el primero el día, mes, año y hora del fallecimiento si es muerte 

natural, y si es muerte presunta, el Juez debe establecer en la resolución judicial la fecha 

probable (artículo 65° del Código Civil); y en relación al segundo, es de vital importancia 

para establecer la competencia de los Jueces que conocerán los procedimientos  

contencioso respecto a la sucesión y los que se deriven de ello, por lo que el Código 

Procesal Civil, en el artículo  663° señaló: “Corresponde al juez del lugar donde el 

causante tuvo su último domicilio en el país, conocer de los procedimientos contenciosos 

y de los juicios relativos a la sucesión.”; por consiguiente, el lugar es el último domicilio 



del causante (el cual es la residencia habitual donde realizaba todas sus actividades 

cotidianas). 

De otro lado, el Catedrático Fernandez (2017) estableció cuáles son las consecuencias 

jurídicas que trae consigo la apertura de la sucesión: 

i) la transmisión ipso iure (de manera automática) de la herencia 

a los sucesores; ii) Hacer sucesores a los herederos que existen al 

tiempo de la muerte del causante; iii) La aplicabilidad de ley 

sucesoria vigente a la muerte del causante (artículo 2121 del 

Código Civil); iv) La retroactividad de la aceptación o renuencia 

a una herencia al momento de la muerte del causante. (Pág.49) 

c) La Vocación Hereditaria.- “El llamamiento de los posibles herederos en el momento 

de la muerte del cujus, por voluntad de éste, y en todo caso de la ley. Este llamamiento, 

que constituye el título que acredita al sucesor, puede constar del testamento en el que ha 

sido instituido por el causante, o de la resolución judicial que lo declare heredero en 

mérito del parentesco consanguínea o al matrimonio que lo unía al fallecido.” (Ramos, 

s.f.); de lo cual se infiere, que la vocación hereditaria es el llamado que hace el causante 

a quiénes considera que son los que van a sucederlo (que en principio son herederos 

forzosos, aunque eso no implique que no se pueda nombrar herederos voluntario y/o 

legatarios), porque así lo ha establecido en el testamento, o a falta de ello, la ley ha 

establecido un mecanismo judicial o notarial para que se determine la declaratoria de 

herederos, a efectos que se exprese quiénes tienen calidad sucesoria, basándose en el 

orden sucesorio que se regula en el artículo 816° del Código Civil. 

d) Delación.- Que, es de verse que tras la apertura de la sucesión, se identifica cuál es la 

herencia a transmitirse por ley a los llamados a suceder; y en razón a ello, los herederos 

y/o legatarios instituidos por testamento o los sucesores declarados en un proceso de 

sucesión intestada (vía judicial o notarial), deben manifestar su voluntad de aceptar o 

rechazar la herencia ofrecida; en caso de aceptar la herencia (que puede ser expresa, tácita 

o presunta), confirman su posición jurídica de manera definitiva, y sus efectos se 

retrotraen al momento de la apertura de la sucesión, conforme al artículo 677° del Código 

Civil; no obstante, en caso de renunciar a la herencia, ésta debe ser expresa y  debe 

cumplir con las formalidades de ley (por Escritura Pública ante Notario Público o en acta 

otorgada ante el Juez de Paz Letrado),  y sus efectos también se retrotrae al momento de 



la apertura de la sucesión, conforme a los artículos 675° y 677° del Código Civil, lo cual 

implica que una vez realizada la renuncia a la herencia, es abandono del llamamiento 

sucesorio, y por tal es como si no hubiese tenido la calidad de sucesor.  

2.5.2 Elementos del Proceso Sucesorio 

i) Elemento Personal: Está conformado por el causante y los sucesores. 

- El Causante: Es aquel que genera la causa de la apertura de la sucesión, tras su 

fallecimiento. 

- Los Sucesores: Son aquellas personas naturales o jurídicas que por disposición 

testamentario o legal (sucesión intestada) se le transmite la herencia dejada por el 

causante. 

ii) Elemento Material.- Está comprendido por la herencia o masa hereditaria. 

- La Herencia: Está conformado por los bienes y deudas del causante (activos y pasivos 

de su patrimonio), en la misma línea Zárate (1998, Pág.35) ha indicado que la herencia: 

“(…) Es el patrimonio en tránsito, y comprende al conjunto de los bienes, derechos y 

obligaciones dejados por el causante que no se ha extinguido con su fallecimiento.” 

iii) Elemento Formal.- “Está referido a la forma como los sucesores deben acreditar su 

condición de tales para ejercitar sus derechos hereditarios”  (Zarate 1998, Pág.19), esto es, 

se requiere de un título que materialice la condición del heredero legal, para ello debe 

recurrirse a las dos formas de transmisión sucesoria que existe tras la muerte de una 

persona: a) sucesión testamentaria, en el cual mediante el testamento realizado en vida, 

el ahora causante establece quiénes serán sus herederos y/o legatarios, por el cual 

transmitirá su herencia, b) sucesión intestada: Que, a falta o defecto del testamento, la ley 

lo determina a través del proceso de sucesión intestada donde se declara a los herederos 

legales, los mismos que puede darse a través de la vía judicial, para lo cual se expide una 

resolución judicial o vía notarial, para lo cual se expide el Acta Notarial de Sucesión 

Intestada; y en razón de ello, el título con el cual el sucesor puede acreditar que posee el 

reconocimiento externo de tal condición, será el testamento, la declaración notarial o la 

resolución judicial, los mismos que deben encontrarse inscrito en los Registros Públicos. 

Asimismo, la profesora Bustamante (2006), siguiendo el mismo lineamiento, indicó:  

El heredero requiere obtener el título hereditario para ejercer 

plenamente sus derechos, el cual estará constituido por la 



sentencia judicial o el acta notarial que señalen quiénes son los 

declarados herederos legales, dado que estos procesos tienen 

naturaleza declarativa. También constituye título hereditario el 

testamento que instituye al heredero -sea forzoso o voluntario-. 

En suma, tanto en la sucesión testamentaria como intestada, el 

heredero tendrá la investidura de tal con el título hereditario, antes 

del título sólo será una persona que tendrá la calidad de probable 

heredero, pero no habrá certidumbre jurídica de su situación 

jurídica. (Pág.129) 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS IDENTIFICADOS 

3.1 Sentencia de Primera Instancia.- Mediante Resolución N° Ocho de fecha 02 de mayo 

de 2012, el Juez de la Causa emite la sentencia declarando infundada la demanda, basando 

su decisión en el análisis del artículo 911° del Código Civil, esto es, para que proceda el 

desalojo por ocupante precario debe acreditarse las dos condiciones copulativas que exige 

la norma en mención: i) Que, la parte demandante acredite la titularidad sobre el inmueble; 

ii) Que, el demandado ocupe el inmueble sin contar un título que lo respalde, por cuanto, 

no tiene título o el que tenía ha fenecido.  

En ese sentido, el Juez de la Causa con la valoración de los medios probatorios obrante en 

autos (Demanda de Petición de Herencia seguido en el Exp. N° 12358-2010, la copia del 

Acta de Conciliación realizada por la hermana Celia Luzquiño de Castillo, y la copia de la 

Carta Notarial dirigido por el demandado a la citada hermana), concluyó que el demandado 

ocupa el inmueble materia de autos con el título que le confiere su condición de heredero 

de los mismos causantes de su hermana Celia Luzquiño de Castillo, y que para obtener 

dicho reconocimiento ha iniciado un proceso de petición de herencia y declaración de 

herederos (Exp. N° 12358-2010), en el cual se ha allanado su hermana Cecilia Luzquiño 

de Castillo, por lo que no se advierte que el demandado sea un ocupante precario, al no 

haberse configurado el segundo requisito copulativo del artículo 911° del Código Civil.  

3.2 Sentencia de Segunda Instancia.- Que, mediante Sentencia de Vista contenida en la 

Resolución N Tres de fecha 10 de octubre de 2012, la Quinta Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Lima resolvió Revocar la sentencia de primera instancia que declaró 



infundada la demanda; y Reformado declaró Fundada la demanda de desalojo por ocupante 

precario. 

Que, en la citada sentencia de vista se analizó el artículo 911° del Código Civil, señalando 

que la posesión precaria está referida al uso del bien sin título ni vínculo contractual alguno 

con el propietario del inmueble y sin pagar renta por el uso del bien; y en razón de ello, el 

Superior Jerárquico concluyó que el demandante ha acreditado ser propietario del inmueble 

materia de litis, por lo que está legitimado para demandar el desalojo por ocupante precario; 

en relación al demandado, sostuvo que no cuenta con título ni vínculo contractual existente 

con el demandante para el uso del bien inmueble materia de litis, así como no se acredita 

el pago de renta. 

Además, indicó que la demanda de petición de herencia (Exp. N° 12358-2010) y el 

allanamiento de su hermana, por sí solo no constituye título para poseer el inmueble, así 

como la vocación hereditaria que alega el demandado por el fallecimiento de sus padres 

(que fueron propietarios del inmueble sub litis) no resulta ser un título oponible a la 

pretensión del demandante; toda vez que la demanda de petición de herencia se encuentra 

en trámite y en modo alguno no desvirtúa que su posesión no sea de ocupante precario, por 

lo que el demandado se encuentra inmerso en las causales del artículo 911° del Código 

Civil. 

3.3 Sentencia de la Corte Suprema.- Que, mediante Casación Nº 4-2013-LIMA de fecha 

01 de octubre de 2013, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República de Lima, resolvió Fundada el recurso de casación; en consecuencia, Casaron la 

sentencia de vista de fecha 10 de octubre de 2012, y la declararon Nula; actuando en sede 

instancia Confirmaron la sentencia de primera instancia de fecha 02 de mayo de 2012 que 

declara Infundada la demanda de desalojo por ocupación precaria. 

Al respecto, la Corte Suprema estableció que el artículo 911° del Código Civil debe ser 

interpretada de la manera más amplia con la finalidad que se pueda abarcar en dicho 

concepto, las múltiples situaciones que se presentan, y que el proceso de desalojo por 

ocupación precaria constituye un medio judicial de defensa del derecho de posesión, por lo 

que solo se verificará si tienen derecho a poseer el inmueble sub litis. 

Que, revisando los autos el demandante ha acreditado ser propietario del bien sub litis, 

conforme se visualiza en la Partida Registral N° 40186913 Asiento C00003, por lo que se 

encuentra facultado para ejercer la defensa de la posesión, como atributo de sus derecho de 



propiedad; y en lo que respecta al demandado, la Corte Suprema hizo una valoración de 

medios probatorios, por el cual advirtió que el demandado es hermano de la anterior 

propietaria del bien (Celia Luzquiño Brown), quién a su vez, adquirió el bien por sucesión 

intestada de sus padres Isabel Brown Herrera y Julio Luzquiño Ruiz (Ver Partida Registral 

N°  40186013 Asiento C00002, que son también padres del demandado; así como que 

dicha hermana se declaró heredera universal, y vendió el inmueble al demandante.  

En ese sentido, la Corte Suprema concluyó que el demandado cuenta con una circunstancia 

que justifica la posesión que ejerce sobre el bien sub litis, pues tiene vocación hereditaria 

respecto a los propietarios originarios del bien, y que, si bien ha sido preterido por su 

hermana, ello no es obstáculo para que peticione los derechos sucesorios que le 

corresponde como heredero legal, como efectivamente se hizo en el proceso de petición de 

herencia (Exp. N° 12358-2010), en el cual ya ha sido declarado como heredero y ha sido 

su derecho hereditario inscrito en las partidas registrales respectivas; por tanto, el 

demandado no tiene la condición de poseedor precario que se establece en el artículo 911° 

del Código Civil. 

Posición Adoptada: Manifiesto mi conformidad con lo resuelto por la Corte Suprema, por 

las siguientes razones:  

Que, para la configuración del ocupante precario debe poseerse el bien inmueble con 

ausencia de título o habiendo tenido título, el mismo ha fenecido, conforme lo dispone el 

artículo 911° del Código Civil; por tanto, en un proceso de desalojo por ocupante precario 

lo que se evalúa es que la parte demandante tenga un título que lo faculta a poseer el bien 

y solicitar su restitución, así como que la  parte contraria no cuente con un título que le 

autorice ejercer la posesión del bien, caso contrario no se encontraría dentro de los 

supuestos de posesión precaria.  

Asimismo, es de precisar que al estar en un proceso de desalojo por ocupación precaria no 

se discute el derecho de propiedad sino el derecho de posesión, por tanto en dicho proceso 

lo que se realiza es una evaluación somera del derecho de poseer, correspondiendo al 

demandado la carga de la prueba de demostrar que cuenta con un título posesorio. 

En el caso de autos, obra la copia literal de la Partida Registral N° 4018693, Título de 

Dominio C0003 del Registro de Propiedad Inmueble, donde consta que el demandante es 

propietario del inmueble sub litis, al haber adquirido la propiedad en mérito de la 

compraventa celebrada con su anterior dueña Doña Cecilia Luzquiño de Castillo; por 



consiguiente, se encuentra legitimado para demandar desalojo por ocupante precario, 

conforme al artículo 585° del Código Procesal Civil, así también se aprecia que tiene una 

posesión de derecho sobre el bien sub litis, por cuanto, la posesión se funda en un título 

derivado de un derecho real “la propiedad” (cuyo título proviene del acto jurídico de 

compraventa del bien inmueble celebrado entre el demandante y  Cecilia Luzquiño de 

Castillo), por lo que la parte demandante cuenta con un título que justifique su derecho de 

posesión. 

Ahora bien, corresponde analizar si la parte demandada cuenta con un título que justifique 

su posesión en el bien inmueble sub litis, para ello se examinará los siguientes medios 

probatorios que obran: i) El Asiento C00002 de la Partida Registral N° se tiene que Cecilia 

Luzquiño de Castillo adquirió la propiedad sub litis al haber sido declarada única heredera 

por sucesión intestada de la propiedad adquirida originariamente por sus padres; ii) La 

contestación de demanda del Exp. Nº 12358-2010 sobre el proceso de petición de herencia 

y declaratoria de herederos, donde Cecilia Luzquiño de Castillo se allana y reconoce que 

Augusto Luzquiño Brown y Rolando Demetrio Luzquiño Brown son sus hermanos y que los 

tres son hijos de los causantes Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera, así como que la 

propiedad materia de litis del caso en autos le perteneció a sus padres; iii) La sentencia 

contenida en la Resolución Nº 09 de fecha 23 de marzo de 2012 (referido al Exp. Nº 12358-

2010), donde el Juez procedió resolver fundada la demanda; en consecuencia, declararon a 

Rolando Demetrio Luzquiño Brown y a su hermano fallecido Augusto Luzquiño Brown, 

Herederos Legales de Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera, debiendo concurrir junto 

con su hermana Cecilia Luzquiño de Castillo a la masa hereditaria dejada por los referidos 

causantes; iv) Las partidas de nacimientos del demandado y de sus hermanos, donde se 

aprecia que sus padres fueron Julio Luzquiño Ruiz e Isabel Brown Herrera. 

De ello se infiere, que la causa que justifica la posesión del demandado (título) en el 

inmueble sub litis, es su condición de heredero legal de los causantes Julio Luzquiño Ruiz e 

Isabel Brown Herrera, por cuanto, dicho inmueble perteneció a sus padres, y conforme el  

Código Civil de 1984, en el artículo 660° se estableció: “Desde el momento de la muerte de 

una persona, los bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se transmiten a 

sus sucesores.”, esto es, la ley señala que a partir de la muerte de un causante se generan los 

derechos sucesorios, que en el causo de autos, el fallecimiento de los padres del demandado, 

habilita la vocación hereditaria de los llamados a suceder, que en primer orden los hijos son 

los herederos forzosos; y siendo que, los bienes que constituyen la herencia se transmiten a 



sus sucesores desde el momento de la muerte de una persona; se advierte que el demandado 

tiene una circunstancia habilitante para poseer el bien, por tanto el título posesorio del 

demandado es su calidad de heredero legal, siendo que dicho título no proviene de un acto 

jurídico sino de la ley, por cuanto, es la ley quién le otorga tal derecho al poseedor; por 

consiguiente, el demandado cuenta con un título legal y no deviene en ocupante precario, al 

no encontrarse en el supuesto del artículo 911° del Código Procesal Civil. 

Los Problemas Identificados son: (los mismos que han sido desarrollado en el ítem dos) 

a) ¿Qué, es el título posesorio?; b) ¿La Posesión Precaria subyace en la Posesión 

Ilegítima?; c) ¿Cuál es la interpretación del artículo 911° del Código Civil, a raíz del 

IV Pleno Casatorio?; d) Los Procesos de Desalojos en la actualidad y las causales que 

se invocan; e) ¿En qué momento se adquiere la condición de heredero?. 

4. CONCLUSIONES 

Que, el IV Pleno Casatorio recaído en la Casación N° 2195-2011-Ucayali, pese a darle un 

tratamiento a la posesión precaria, no ha definido un elemento importante como es el título 

posesorio, el cual resulta ser vital dilucidar a efectos de identificar en cada caso particular si 

se está ante una posesión precaria o no, y así evitar que, en el plano jurisdiccional al resolver 

procesos de desalojo por ocupante precario, se emita sentencias contradictorias. En ese 

sentido, adhiriendo a la postura predominante es de considerar que el título posesorio que 

ostente una persona es lo que habilita para que se posea un bien determinado, para ello debe 

ser entendido como la causa o circunstancia que justifica el uso y disfrute del bien, la misma 

que puede provenir de un acto jurídico o de la ley.  

Así también, en lo que respecta al concepto del poseedor precario que contempla el artículo 

911° del Código Civil se ha optado por que esta sea lo más amplio posible, en el cual abarque 

todas las situaciones fácticas que se presentan en el devenir de los tiempos, por esa razón, el 

IV Pleno Casatorio ha unificado la interpretación histórica (Romanística) que tiene 

naturaleza obligacional, por el cual solo considera al precario como un poseedor inmediato, 

que recibió el bien de manera gratuita y en virtud de un título social (proveniente de la gracia, 

benevolencia, aquiescencia y otros) otorgado por el poseedor mediato, y que en el momento 

que éste último solicite la restitución del bien, deberá el poseedor inmediato devolver el bien, 

caso contrario el poseedor mediato procederá a demandar desalojo; así como también, adopta 

la interpretación literal del artículo 911° del Código Civil que tiene naturaleza real, y por el 



cual los supuestos desarrollados en el citado pleno casatorio tienen incidencia de dicha 

interpretación. 

De otro lado, cabe precisar que en lo respecta al derecho de sucesiones busca dar continuidad 

a las relaciones jurídicas en el que el fallecido hubiese sido titular, por ello tras la muerte de 

una persona, es que se apertura la sucesión a fin de conocer quiénes son los sucesores que le 

sobrevinieron al causante y cuál es el patrimonio que le correspondería. En ese sentido, la 

muerte es el elemento más importante del derecho sucesorio ya que con ello se genera recién 

los derechos sucesorios, conforme se puede advertir del artículo 660° del Código Civil. En 

ese sentido, el Derecho regula las consecuencias jurídicas que producirá el deceso de una 

persona, lo cual implica que tras la muerte del causante, los que tienen la vocación hereditaria 

serán los que tengan la condición de herederos, siendo su reconocimiento externo que se da a 

través del testamento (si hubiese sucesión testamentaria) o en su defecto, el Acta Notarial o 

Resolución Judicial que declara herederos legales (si hubiese realizado la sucesión intestada), 

los cuales se retrotraen sus efectos en el momento del fallecimiento del causante, siendo dichos 

documentos de carácter declarativo. 
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